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Panel integrado por su presidente, el Juez Steidel Figueroa, la 

Jueza Cintrón Cintrón y la Juez Rivera Marchand. 
 

Cintrón Cintrón, Jueza Ponente 
 
 

SENTENCIA 
 

En San Juan, Puerto Rico, a 31 de agosto de 2016. 

 El señor José Ángel Lozada Nieves (señor Lozada Nieves) 

compareció ante nos en recurso de certiorari para que revisemos y 

revoquemos la sentencia desestimatoria que el Tribunal de Primera 

Instancia (TPI), Sala de Caguas, emitió el 7 de abril de 2016.1  Por 

entender que el TPI procedió correctamente ante los hechos 

particulares que presenta la causa de autos, confirmamos el 

dictamen objeto de revisión.   

I 

 El 5 de abril de 2016 el señor Lozada Nieves instó ante el TPI 

una petición exparte sobre testamento inoficioso y declaratoria de 

herederos.  Mediante ella requirió se anulara la institución de 

herederos del testamento abierto otorgado por su padre, el señor 

José Lozada Rojas, por razón de preterición y se declarara, por 

tanto, como únicos y universales herederos al señor Lozada Nieves 

                                                 
1 Ante la naturaleza del dictamen que originó la comparecencia del señor Lozada 
Nieves acogemos el presente recurso como una apelación, por ser el vehículo 

procesal correcto.   
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y a Brenda Lozada Báez.  Veamos las alegaciones efectuadas para 

sustentar su contención: 

1. El peticionario José Ángel Lozada Nieves, […], quien 
comparece como hijo del Causante José Lozada Rojas. 
 
2. El causante José Lozada Rojas, t/c/c José Lozada, 
falleció el día (1) de agosto de (2013), en Caguas, Puerto 
Rico, siendo residente en la Urbanización Villa Nueva, 
H-28, Caguas, Puerto Rico.  
 
3. El causante al momento de su muerte era soltero por 
viudez. 
 

4. El causante estuvo casado con Victoria Del Valle 
Núñez, quien falleció el (14) de febrero de (1989).   
 
5. En vida, el causante procreó tres (3) hijos de 
nombres: 

 
a. José Ángel Lozada Nieves, mayor de edad, 
casado con Inés Román Fernández, Retirado, vecino 
de Caguas, Puerto Rico; 
 
b. Ángel Luis Lozada Nieves, quien premurió al 
Causante, el día (24) de enero de (1995) y quien no 
dejó ninguna descendencia; 
 
c. Ismael Lozada Nieves, quien premurió al 
Causante, el día (7) de noviembre de (2008), 
dejando como única descendiente a su hija: 

 
i. Brenda Lozada Báez, mayor de edad, soltera, 
empleada, vecina de Caguas, Puerto Rico.   

 
6. Según el mejor saber y entender del peticionario, el 
Causante y sus dos hijos premuertos, no procrearon, ni 
reconocieron, ni adoptaron, otros hijos(a) que los antes 
mencionados.  
 
7. Que el Causante José Lozada Rojas otorgó 
Testamento Abierto, Número Treinta y Uno (31), ante el 
Notario Juan Corujo Collazo, el día (9) de agosto de 
(1982), en Caguas, Puerto Rico. 
 
8. Que según el Testamento Abierto Núm. (31), el 
Causante José Lozada Rojas instituyó a sus tres (3) 
hijos, herederos en la legítima larga de su caudal.   
 
9. Así también, el Causante José Lozada Rojas instituyó 
a su cónyuge premuerta Victoria Del Valle Núñez, 
heredera en el tercio de libre disposición de su caudal.   
 
10. El Causante José Lozada Rojas no instituyó 
herederos sustitutos para los antes nombrados 
herederos, en caso de premoriencia.   
 
11. Siendo así, la institución de herederos en el 
Testamento Abierto Núm. (31), tanto en la legítima 
larga, como en la porción de la libre disposición, resulta 
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inoficiosa, por existir premoriencia de al menos tres (3) 
de los herederos constituidos en el referido Testamento 
Abierto y sin que se haya nombrado herederos 
sustitutos para los herederos premuertos.   
 
12. […]. 
 

 Ante el pleito instado, el 7 de abril de 2016 el TPI emitió la 

decisión aquí impugnada y mediante ella dispuso lo siguiente: [l]a 

petición de impugnación y nulidad de testamento no puede 

tramitarse por procedimiento ex parte, según radicado.  Se 

desestima sin perjuicio la petición.   

 En vista de la decisión del TPI, el señor Lozada Nieves 

oportunamente solicitó reconsideración.  En ella expuso que con la 

información suministrada y los documentos sometidos el 

magistrado se encontraba en posición de disponer de la causa y 

determinar, por tanto, que Brenda Lozada Báez, como nieta del 

causante, y Lozada Nieves, como hijo del causante, son los únicos 

herederos forzosos.  Además, indicó que de los hechos del caso se 

desprende la inexistencia de controversias de hecho así como la 

ausencia de alguna otra persona interesada en la herencia del 

causante José Lozada Rojas o que deba ser incluida en el pleito.  A 

pesar de las argumentaciones sometidas, el TPI denegó la solicitud 

de reconsideración.   

 Insatisfecho con el desenlace ante el foro a quo, el señor 

Lozada compareció ante nos en recurso de apelación y en él 

planteó la comisión del siguiente error:  

Erró el TPI al desestimar la Petición de declaración de 
testamento abierto inoficioso y declaratoria de 
herederos bajo el fundamento de que la petición de 
impugnación y nulidad de testamento no puede 
tramitarse por procedimiento ex parte, por cuanto no 
existe en el presente caso controversia alguna entre 
partes, por lo que es inaplicable presentar el recurso 
bajo procedimiento ordinario.   
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II 

-A- 

 Como se sabe, el testamento es el negocio jurídico mediante 

el cual el testador dispone cómo habrán de repartirse todos o parte 

de sus bienes después de su muerte.  Art. 616 del Código Civil de 

Puerto Rico, 31 L.P.R.A. sec. 2121.  Ahora bien, su validez está 

sujeta a que se hayan observado todas las formalidades 

establecidas por ley.  Art. 636 del Código Civil de Puerto Rico, 31 

L.P.R.A. sec. 2152.   

 Entre los aspectos que trastocan un testamento se 

encuentra la preterición de un heredero forzoso.  Esta, aunque no 

afecta la validez del negocio jurídico, sí anula la institución de 

heredero.  Así lo dispone el Art. 742 del Código Civil de Puerto 

Rico:  

La preterición de alguno o de todos los herederos 
forzosos en línea recta, sea que vivan al otorgarse el 
testamento o sea que nazcan después de muerto el 
testador, anulará la institución del heredero; pero 
valdrán las mandas y mejoras en cuanto no sean 
inoficiosas.   
 
La preterición del viudo o viuda no anula la institución; 
pero el preterido conservará los derechos que le concede 
este título.   
 
Si los herederos forzosos preteridos mueren antes que 
el testador, la institución surtirá efecto.  31 L.P.R.A. sec. 

2368. 
 

 Como podemos ver, [l]a preterición consiste en omitir al 

heredero en el testamento.  O no se le nombra siquiera, o aun 

nombrándole como padre, hijo, etc., no se le instituye heredero ni se 

le deshereda expresamente, ni se le asigna parte alguna de los 

bienes, resultando privado de un modo tácito de su derecho a 

legítima.  (Cita omitida).  Blanco v. Sucn. Blanco Sancio, 106 D.P.R. 

471, 476 (1977).   
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-B- 

La acumulación de parte indispensable está regulada por la 

Regla 16.1 de Procedimiento Civil de Puerto Rico de 2009, 32 

L.P.R.A. Ap. V, R. 16.1, la cual reza como sigue:   

Las personas que tengan un interés común sin cuya 
presencia no pueda adjudicarse la controversia, se 
harán partes y se acumularán como demandantes o 
demandadas, según corresponda. Cuando una persona 
que deba unirse como demandante rehúse hacerlo, 
podrá unirse como demandada. Íd. 

 

Ante ello, “parte indispensable” se define como aquella 

persona que tiene un interés común real e inmediato en la 

controversia que le corresponde adjudicar al foro judicial y sin 

cuya presencia no puede disponerse finalmente de la misma.  En 

otras palabras, es aquella persona cuyos derechos e intereses 

podrían quedar destruidos o inevitablemente afectados por una 

sentencia dictada, estando esa persona ausente del litigio.  Por 

consiguiente, toda persona cuya presencia en el pleito resulte 

esencial o indispensable deberá ser incluida en aras de que el 

decreto judicial que en su día recaiga sea uno válido y completo.  

García Colón et al. v. Sucn. González, 178 D.P.R. 527, 548-549 

(2010); Sánchez v. Sánchez, 154 D.P.R. 645, 678, (2001); Cepeda 

Torres v. García Ortiz, 132 D.P.R. 698 (1993).  

De lo anterior resulta evidente que dicho precepto pretende, 

por un lado, impedir que las personas sean privadas de su libertad 

o su propiedad sin un debido proceso de ley.  Carrero Suárez v. 

Sánchez López, 103 D.P.R. 77 (1974).  Es decir, que se le garantice 

al tribunal que se ha hecho efectiva su jurisdicción sobre las 

partes afectadas y necesarias para que el decreto judicial emitido 

sea uno eficaz, completo y ejecutable.  Asimismo, dicha regla tiene 

el propósito de proteger a las personas ausentes del trámite 

judicial, respecto a los posibles efectos perjudiciales que un 

dictamen incompleto pudiera acarrearles, y evitar la multiplicidad 
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de pleitos ante la ausencia de un remedio efectivo y completo.  

Mun. de San Juan v. Bosque Real, Inc., 158 D.P.R. 743, 756, 

(2003); Rodríguez Rodríguez v. Moreno Rodríguez, 135 D.P.R. 623, 

627 (1994); Hernández Agosto v. Romero Barceló, 112 D.P.R. 407 

(1982).  

Ahora bien, para determinar si se debe acumular una parte, 

es necesario evaluar los hechos particulares de cada caso a la luz 

de los siguientes factores: tiempo, lugar, modo, clase de derechos, 

alegaciones, prueba, intereses en conflicto, formalidad y resultado.  

Sánchez v. Sánchez, supra.  En suma, se considera parte 

indispensable aquella persona cuyos intereses reales e inmediatos 

se verían afectados con la adjudicación de una causa de acción que 

se ventile en su ausencia.  García Colón et al. v. Sucn. González, 

supra, a la pág. 549.  

Como bien señalamos, en el caso de marras el señor Lozada 

Nieves sostuvo que el TPI erró al desestimar el pleito y entender 

que el mismo debió ser instado como uno contencioso.  No le asiste 

la razón al aquí compareciente.   

Es claro que en la causa de epígrafe no existen controversias 

medulares de hechos.  Para el 9 de agosto de 1982 el señor José 

Lozada Rojas otorgó testamento abierto y en él instituyó como sus 

único y universales herederos en el tercio forzoso y en el de mejora 

a sus tres hijos por partes iguales, así como también instituyó a su 

esposa Victoria Del Valle Núñez en el tercio de libre disposición.  

De los documentos surge patentemente que al señor José Lozada 

Rojas le premurió su señora esposa y sus hijos, Ángel Luis Lozada 

Nieves e Ismael Lozada Nieves.  De igual forma se desprende que a 

Ismael Lozada Nieves le sobrevivió una hija de nombre Brenda 

Lozada Báez. 

De los hechos incontrovertidos resulta evidente que no 

solamente se considera parte interesada en la herencia del 
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causante José Lozada Rojas el aquí compareciente, sino también 

las sucesiones de los premuertos.  En vista de ello y el hecho de 

que se solicita la nulidad de la institución de herederos por 

preterición ante la ausencia de herederos sustitutos en caso de 

premoriencia, que resulta necesario que el pleito se tramite como 

uno contencioso, pues hay que traer a las sucesiones como 

demandados por considerarse partes indispensables.  

Consecuentemente, el pleito no podrá ventilarse y la controversia 

adjudicarse sin su presencia.  Recordemos que en una causa de 

acción por nulidad testamentaria la parte demandante debe incluir 

como demandados a todos los que se beneficiarían del testamento 

cuya validez se cuestiona.2  

III 

 Por las consideraciones que preceden confirmamos la 

sentencia aquí impugnada.  

Lo acordó y manda el Tribunal y lo certifica la Secretaria. 

El juez Steidel Figueroa concurre con el resultado sin 

opinión escrita y la juez Rivera Marchand disiente sin opinión 

escrita. 

 

Lcda. Dimarie Alicea Lozada 

Secretaria del Tribunal de Apelaciones 
 

                                                 
2 E. González Tejera, Derecho de Sucesiones, San Juan, Editorial de la 

Universidad de Puerto Rico, 2002, T. 2, pág. 331. 


